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Artículo 31. Vigencia y derogatorias. El presente decreto comenzará a regir a partir de 

deroga las disposiciones que le sean contrarias.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Minas y Energía,

Federico Rengifo Vélez.
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Juan Gabriel Uribe Vegalara.

DECRETO NÚMERO 0934 DE 2013
(mayo 9)

por el cual se reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y en desarrollo del artículo 37 de la Ley 685 de 2001, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 80 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado 

-
sarrollo sostenible.

Que el artículo 332 de la Constitución Política de Colombia dispone que el Estado es 
propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables.

Que el artículo 339 de la Constitución Política de Colombia señala que en el Plan 
Nacional de Desarrollo se incluirán los propósitos y objetivos nacionales de largo 
plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y 
orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adop-
tadas por el gobierno.

Que la Ley 1450 de 2011, Ley del Plan dispuso que uno de los tres pilares sobres 
los cuales se fundamenta la Prosperidad Democrática es contar con una estrategia de 
crecimiento sostenido basado en una economía más competitiva, más productiva y más 
innovadora, y con sectores dinámicos que jalonen el crecimiento, como es el caso del 
sector minero.

Que adicionalmente el artículo 360 de la Constitución Política de Colombia establece 
que la ley determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no 
renovables.

Que las competencias hacen referencia al conjunto de materias que se atribuyen a los 
órganos del Estado y, entre ellos, a los entes territoriales, y que las facultades, potestades 

órganos o a una parte de ellos en el Estado.
Que los artículos 151 y 288 de la Constitución Política de Colombia disponen que la 

ley orgánica de ordenamiento territorial, establecerá las competencias de los municipios 
en esta materia.

Que el Ordenamiento Minero no hace parte del ordenamiento territorial y, por ende, 
de las competencias o facultades de las entidades territoriales, a que hacen referencia los 
artículos 151 y 288 de la Constitución Política de Colombia.

Que el artículo 109 de la Ley 1450 de 2011 dispuso que es la autoridad minera la com-
petente para elaborar y expedir el Plan de Ordenamiento Minero con base en las políticas, 
normas, determinantes y directrices establecidas en materia ambiental y ordenamiento del 
territorio, expedidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Territorial.

Que la actividad minera de conformidad con el artículo 1° de la Ley 685 de 2001, debe 
ser estimulada para lograr el aprovechamiento de los recursos naturales del subsuelo, el 
cual se debe realizar en forma armónica con los principios y normas de explotación racional 
de los recursos naturales no renovables y del ambiente, dentro de un concepto integral de 
desarrollo sostenible y del fortalecimiento económico y social del país.

Que en desarrollo del artículo 58 de la Constitución Política, el artículo 13 del Código 
de Minas declaró como de utilidad pública e interés social la industria minera en todas sus 
ramas y fases.

Que la Ley 388 de 1997 en su artículo 5° dispuso que el ordenamiento del territorio 
municipal y distrital comprende un conjunto de acciones político-administrativas y de 

-
tropolitanas, en ejercicio de la función pública que les compete, pero dentro de los límites 

Que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y con excepción de las facultades 
de las autoridades nacionales y regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 de dicha 
ley, se dispone que ninguna autoridad regional, seccional o local podrá establecer zonas del 
territorio que queden permanente o transitoriamente excluidas de la minería.

Que esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata 
el artículo 38 del Código de Minas, que en forma expresa dispone que en la elaboración, 

-
te se sujetará a la información geológico-minera disponible sobre las zonas respectivas, 
así como lo dispuesto en el Código de Minas sobre zonas de reservas especiales y zonas 
excluibles de la minería.

Que en el mismo sentido se ha pronunciado la Honorable Corte Constitucional en su 
Sentencia C-891 de 2002 en la cual expresó: “De conformidad con el citado texto legal, la 
decisión de establecer zonas excluidas de la minería compete exclusivamente a las autori-

dades ambiental y minera (artículos 34 y 35, en concordancia con el artículo 122 de la Ley 
685 de 2001) labor esta que se enmarca en el ámbito de sus funciones constitucionales y 
legales. Al respecto, ya la Corte se pronunció en la Sentencia C-418/02 sobre la constitu-
cionalidad del artículo 122 ibídem, según el cual es la autoridad minera la encargada de 
señalar y delimitar, dentro de los territorios indígenas, las zonas mineras indígenas, en la 
inteligencia de que se deberá respetar la participación de las comunidades en dicha labor 
de identi cación de las respectivas zonas”.

Que por lo tanto, se hace necesario reglamentar el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, 
para determinar cómo se armonizarán las competencias para el Ordenamiento Minero con 
las del ordenamiento del territorio, en cabeza de otros órganos del Estado.

Que en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. La decisión de establecer zonas excluidas y restringidas de minería 

Ley 685 de 2001, a las autoridades minera y ambiental, quienes actuarán con base en 
estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales y dando aplicación al principio 
del desarrollo sostenible.

Parágrafo. Para efectos de la aplicación del artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y de este 
decreto, se entenderá que la autoridad ambiental es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible y los 
Distritos Especiales de acuerdo con lo establecido en la Ley 768 de 2002 o quien haga sus 
veces y la autoridad minera o concedente, la Agencia Nacional de Minería o quien haga 
sus veces.

Artículo 2°. Dado el carácter de utilidad pública e interés social de la minería, a través 
del Ordenamiento Territorial no es posible hacer directa ni indirectamente el Ordenamiento 
Minero, razón por la cual los planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordena-
miento territorial o esquemas de ordenamiento territorial de los municipios y distritos, no 
podrán incluir disposiciones que impliquen un ordenamiento de la actividad minera en el 
ámbito de su jurisdicción, salvo previa aprobación de las autoridades nacionales.

Parágrafo 1°. En desarrollo de la anterior prohibición, los Concejos Municipales 
y las Asambleas Departamentales no podrán establecer zonas del territorio que que-
den permanentemente o transitoriamente excluidas de la minería mediante acuerdos 
municipales u ordenanzas departamentales respectivamente, por exceder el ámbito de 
sus competencias.

Parágrafo 2°. Las prohibiciones que se establezcan en los mencionados instrumentos 
de ordenamiento del territorio en violación de la ley, no podrán ser oponibles, aplicadas o 
exigidas a las actividades mineras, por ninguna autoridad.

uso del suelo expedidos por las autoridades departamentales o municipales, que prohíban o 
señalen como incompatible el ejercicio de actividades mineras, no podrán ser reconocidos 
como exclusiones o limitaciones, por parte de las autoridades para el trámite y obtención de 
licencias, permisos, concesiones o autorizaciones de cualquier naturaleza que se requieran 
para el ejercicio de la actividad minera en el territorio de su jurisdicción.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Minas y Energía,

Federico Rengifo Vélez.

DECRETO NÚMERO 0935 DE 2013
(mayo 9)

por el cual se reglamentan los artículos 271, 273 y 274 de la Ley 685 de 2001.
El Presidente de la República de Colombia, en desarrolla de la facultad contenida en el 

numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, y
CONSIDERANDO:

Que de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución Política, el Estado es propietario 
del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, propiedad que es reiterada en los 
artículos 5°, 7° y 10 de la Ley 685 de 2001. En calidad de tal, tiene la obligación de con-
servación de estos bienes y la competencia y la facultad para conceder derechos especiales 
de uso sobre dichos recursos, a través de concesiones, las cuales constituyen derechos 
subjetivos en cuanto entrañan un poder jurídico especial para el uso del respectivo bien 
público. (Sentencia C-983/10).

Que mediante Decreto 1829 de 2012 el Gobierno Nacional señaló los criterios para 
que la Autoridad Minera implemente el nuevo sistema de radicación para las propuestas 
de contrato de concesión, vía internet.

Que al recibirse las propuestas de contrato de concesión vía internet y los documentos 
de soporte, se hace necesario precisar qué omisiones pueden dar lugar al rechazo de plano, 
y cuáles generan objeción de la propuesta, para su posterior corrección o adición por parte 
del proponente, en aplicación de los artículos 273 y 274 de la Ley 685 de 2001.

medios electrónicos, se requiere dictar disposiciones relacionadas con la determinación de 
las áreas libres y, de esta forma, dar aplicación a las preceptivas contenidas en el Código 
de Minas.

Que en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 271, literal f) del mencionado código, los 
proponentes de contratos de concesión minera deberán soportar el estimativo de la inversión 
económica, por lo cual la Autoridad Minera o concedente deberá proceder a realizar los 
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general ya sean básicos o consolidados según aplique, conforme a lo dispuesto en el De-

Que en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Se entiende que un área es libre para ser otorgada cuando puede ser ofrecida 
a proponentes y/o solicitantes, ya sea porque nunca ha sido objeto de propuestas o solicitu-
des anteriores o porque habiendo sido afectada por un título, solicitud o propuesta anterior, 
estos ya no se encuentran vigentes y han transcurrido treinta (30) días después de hallarse 

impliquen tal libertad. Todo acto administrativo o sentencia ejecutoriada relacionado con 
los títulos terminados y propuestas rechazadas o desistidas, de concesión, de legalización, 
de formalización, de minería tradicional, deberá ser publicado en la página electrónica de la 
Autoridad Minera o en el medio que hiciere sus veces, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la fecha de su ejecutoria. Así mismo, dentro de este mismo término, deberá 
inscribirse en el Registro Minero Nacional.

Parágrafo. Las disposiciones contenidas en el presente decreto, respecto del término para 
considerar libre un área, no serán aplicables a las solicitudes de autorización temporal para 
vía pública, en razón a la prioridad que este tipo de trámites para obras públicas requiere, a 

al artículo 116 de la Ley 685 de 2001.
Artículo 2°. Una vez presentada la propuesta de contrato de concesión, la omisión en 

la presentación de alguno de los requisitos establecidos en el artículo 271 y su reglamento, 
incluyendo los documentos de soporte de la propuesta de contrato de concesión requeridos 

la propuesta.
Artículo 3°. Si habiéndose reunido todos los requisitos establecidos en el artículo 271 

ellos, la autoridad minera procederá a objetar la propuesta y a requerir que sea subsanada, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 273 de la Ley 685 de 2001.

diligenciamiento de la propuesta podrán referirse a:
a) 

de los datos necesarios: nombre y documento de identidad para las personas naturales o 

para las personas jurídicas.
b) No se puede localizar el área o trayecto pedido.

error en la descripción del área de interés por omisiones o discrepancias en las coor-

También cuando hay error en el señalamiento del municipio, o el departamento de 
ubicación del área o trayecto solicitado.

c) No se ajusta a los términos de referencia o guías.
no sigue los lineamientos de los términos de referencia para elaborar su propuesta y no 
provee la información necesaria para evaluar el contenido económico y técnico de la misma, 

el seguimiento de las guías minero-ambientales. Igualmente, cuando esta información no 
ha sido refrendada por el profesional señalado en el artículo 270 de la Ley 685 de 2001, 
adicionado por el artículo 1° de la Ley 926 de 2004.

d) No se acompaña de los permisos previos en los casos señalados en el artículo 35 y el 
área se encuentra en dichas zonas. Este evento se da cuando se requieren permisos en las 
áreas ocupadas por una obra pública o adscritas a un servicio público.

Artículo 5°. Para efectos de soportar el estimativo de la inversión económica como 
requisito de la propuesta en los términos del literal f) del artículo 271 de la Ley 685 
de 2001, la autoridad minera o concedente deberá exigir del proponente los estados 

si fuere aplicable, conforme a lo dispuesto en el Decreto Reglamentario 2649 de 1993 

Parágrafo. La autoridad minera o concedente rechazará las propuestas en los términos 
del artículo 274 de la Ley 685 de 2001, si después de hacer la evaluación y los análisis 

-
ral básicos o consolidados, según el caso, determina la falta de capacidad económica para 
adelantar las inversiones en las actividades mineras.

Artículo 6°. Este decreto también aplicará para la evaluación de las propuestas de 
contratos de concesión presentadas en vigencia de la Ley 1382 de 2010 y que a la fecha 
de promulgación del presente decreto se encuentren pendientes de evaluación, o surtiendo 
los recursos de la vía gubernativa, para lo cual la autoridad minera otorgará un término no 
mayor de 30 días para adecuar su solicitud a estos requerimientos.

Artículo 7°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Minas y Energía,

Federico Rengifo Vélez.

RESOLUCIONES

RESOLUCIÓN NÚMERO 9 0338 DE 2013
(mayo 9)

por la cual se establece ingreso al productor de la Gasolina Motor Corriente importada 
y del ACPM importado, que se distribuyan en el departamento de La Guajira.

El Ministro de Minas y Energía, en uso de sus facultades legales en especial las confe-
ridas en el Decreto 381 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con los numerales 18 del artículo 2° y 5° del artículo 5° del Decreto 

la gasolina, diésel (ACPM), biocombustibles y mezclas de las anteriores.
Que teniendo como referencia los precios de los combustibles en la República Bo-

livariana de Venezuela y sus efectos a nivel económico y social sobre el departamento 
de La Guajira, se estableció un acuerdo binacional para la importación de combustibles 
desde la República Bolivariana de Venezuela coadyuvando a superar los diferenciales 
presentados.

Que la República Bolivariana de Venezuela, a través de la Empresa de Petróleos de 
Venezuela, informó el día 7 de mayo de 2013 un incremento en el ingreso al productor del 
combustible importado, razón por la cual es necesario ajustar dicho rubro por la misma 

Que teniendo en cuenta el fenómeno fronterizo que se está presentando asociado al 
cambio y manejo de divisas, la Cooperativa Ayatawacoop presentó el 8 de mayo de 2013 

utilizada en el cálculo del ingreso al productor de la gasolina motor corriente y del ACPM 
de origen importado a ser distribuido en el departamento de La Guajira.

Que mediante la Resolución 9 0306 del 30 de abril de 2013 se establecieron las estructuras 
de precios de la gasolina motor corriente importada y del ACPM importado, a distribuirse 
en las Zonas de Frontera del departamento de La Guajira.

Que la Resolución 9 0192 del 15 de marzo de 2013 establece ingreso al productor de 
la Gasolina Motor Corriente importada y del ACPM importado, que se distribuyan en el 
departamento de La Guajira.

RESUELVE:
Artículo 1°. Fíjase el Ingreso al Importador (IP) por las ventas de Gasolina Motor Co-

rriente importada de la República Bolivariana de Venezuela que se distribuya con destino 
a las Zonas de Frontera del departamento de La Guajira, en dos mil quinientos ochenta y 
ocho pesos con ochenta centavos ($2.588,80) por galón.

Artículo 2°. Fíjase el Ingreso al Importador (IP) por las ventas de ACPM importado de 
la República Bolivariana de Venezuela que se distribuya con destino a las Zonas de Frontera 
del departamento de La Guajira, en dos mil cuatrocientos sesenta y ocho pesos con ochenta 
centavos ($2.468,80) por galón.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
la Resolución 9 0152 de 2013.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2013.
El Ministro de Minas y Energía,

Federico Rengifo Vélez.
(C.F.).

MINISTERIO DE COMERCIO,  
INDUSTRIA Y TURISMO

DECRETOS

DECRETO NÚMERO 0924 DE 2013
(mayo 9)

por el cual se concede la rden del Mérito Comercial en la categoría de Gran cial  
al Instituto Colombiano de Normas Técnicas y Certi cación (Icontec).

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, y en especial las conferidas por los Decretos 2664 de 1984 y 1124 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el Gobierno Nacional creó la Orden del Mérito Comercial con el propósito de 

estimular y premiar a quienes con sus servicios y esfuerzos han contribuido al engrande-
cimiento del comercio nacional.

Que el Icontec es una organización privada sin ánimo de lucro, fundada el 10 de mayo 

difusión de información especializada, servicios de laboratorio de metrología y ensayo y 
capacitación en temas de administración ambiental y calidad, dentro de los parámetros 
reconocidos en el ámbito nacional e internacional.

Que el Icontec lidera la elaboración de las normas y guías técnicas colombianas, 

mejoramiento de la calidad de los bienes y servicios, fabricados, transformados, utilizados 
o comercializados en el país.


